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PRESENTACIÓN

			La negociación colectiva es el derecho de los representantes de los trabajadores y empresas a pactar condiciones laborales y salariales en convenios y acuerdos colectivos. Es la capacidad de autorregulación laboral pactada conjunta de trabajadores y empresarios a través de sus representantes. El conjunto de reglas que regula este derecho configura un ordenamiento de negociación colectiva.

			El pleno reconocimiento de la negociación colectiva en España fue tardío porque el modelo laboral corporativista del franquismo negó siempre esta libertad colectiva, con la contrapartida de intensificar el intervencionismo estatal proteccionista en el mercado de trabajo y articular un sindicalismo vertical controlado por el Estado. El reconocimiento constitucional democrático, en 1978, del papel esencial de sindicatos y asociaciones empresariales libres del art. 7 CE, de la libertad sindical del art. 28.1 CE, de la huelga del art. 28.2 CE y de la propia negociación colectiva del art. 37.1 CE, abrió una nueva época democrática en las relaciones laborales desde el máximo respeto a la autonomía colectiva. En este nuevo marco constitucional, la negociación colectiva se convertía en el eje de un nuevo y renovado Derecho del Trabajo.

			El derecho de negociación colectiva de los representantes de trabajadores y empresas fue regulado en el Título III del Estatuto de los Trabajadores de 1980, en conexión luego con la Ley Orgánica de Libertad Sindical 11/1985, cumpliendo el mandato del art. 37.1 CE. La opción legal fue por un convenio colectivo estatutario, con fuerza vinculante y eficacia general, que iba a determinar todas las reglas de este ordenamiento. Las bases estructurales de este sistema negociador continúan, desde entonces, siendo las mismas. Las reformas del Título III ET por el Decreto-Ley 7/2011 y, sobre todo, por el Decreto-Ley 3/2012 y la Ley 3/2012, modificaron algunos de los elementos diseñados en 1980, pero sin alterar sus bases estructurales, el tipo de convenio colectivo y los sujetos negociadores con determinada representatividad sindical y empresarial. La reforma pactada del Decreto-Ley 32/2021, corrige alguna regla de estas reformas anteriores pero se sitúa en la misma senda estructural.

			El derecho de negociación colectiva fue, posteriormente, desarrollado en la función pública, dando lugar a un modelo dual de funcionarios y personal laboral. El Capítulo III de la Ley 9/1987, de órganos de representación, determinación de condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas, desarrolló este derecho en el sector público, luego reformado por la Ley 9/1990 y la Ley 21/2006, concluyendo el proceso en la Ley 7/2007 del Estatuto Básico del Empleo Público. El vigente Real Decreto Legislativo 5/2015 del Estatuto Básico del Empleo Público configura este ordenamiento específico de negociación colectiva.

			La extensión de la negociación colectiva terminó alcanzando a los autónomos económicamente dependientes, tras la aprobación, mediante la Ley 20/2007, del Estatuto del Trabajo Autónomo. De igual modo, en un plano supranacional, el art. 155 del Tratado de la Unión Europea estableció reglas singulares de una negociación colectiva europea.

			Este Manual de Negociación Colectiva, con 19 capítulos, en su segunda edición, que incorpora la reforma laboral de 2021, recoge estos círculos de ordenación y expone las reglas de este derecho, en los trabajadores y empresarios, en la función pública, en los autónomos y en la Unión Europea. Por tanto, es un Manual que engloba todo el ordenamiento de la Negociación Colectiva, en sus distintas especificidades.

			La estructura del Manual parte de un primer Capítulo, dedicado al concepto y los modelos teóricos de negociación colectiva, y de un segundo y tercer Capítulo, dedicados al marco constitucional español de este derecho y a los rasgos esenciales del modelo legal resultante de esta evolución histórica. Sobre estas bases, conceptuales y normativas, se analizan luego todos los elementos de este ordenamiento. En la negociación colectiva estatutaria, del sector privado, se explica la representatividad sindical y empresarial, que determina todo el modelo, las partes negociadoras, el procedimiento negociador, el contenido convencional, las reglas de aplicación de los convenios colectivos, la vigencia del convenio colectivo, las reglas de concurrencia en la estructura de la negociación colectiva, los acuerdos colectivos de empresa y los acuerdos colectivos en la cumbre, incluyendo el diálogo y la concertación social. Se complementa toda esta explicación con un análisis singular de la negociación colectiva extraestatutaria de eficacia limitada. En la negociación colectiva de la función pública se analizan, por su parte, todos estos mismos elementos, diferenciando entre funcionarios y personal laboral, con convergencias y divergencias en la regulación. Existen, finalmente, sendos Capítulos dedicados a la regulación de este derecho en los autónomos y en la Unión Europea. El Manual termina con un Capítulo dedicado a la reforma de la negociación colectiva, contextualizando el continuo debate político sobre esta cuestión y los posibles cambios futuros.

			La metodología de cada uno de los 19 capítulos es la misma, dentro de la estructura propia de un Manual de Derecho. Se explica, con detalle, cada uno de los temas, de manera didáctica, manejando la normativa aplicable, y la jurisprudencia constitucional y ordinaria de referencia, y se acompaña cada lección con un ejercicio práctico y unas lecturas recomendadas. Es, en este sentido, un Manual jurídico que responde a los criterios docentes, afortunadamente hegemónicos, tras el plan Bolonia, que combinan, con equilibrio, la teoría y la práctica. El conjunto de ejercicios prácticos de este Manual muestra este aprendizaje, no sólo dirigido a la adquisición de conocimientos, con la máxima sistematización e información posible, sino, también, al ejercicio profesional como operador jurídico de la institución analizada. La resolución de los ejercicios prácticos resulta, así, esencial, en la utilidad de este Manual, así como la referencia de lecturas que pueden ayudar a profundizar en cada tema.

			Con este contenido, estructura y metodología, este Manual de Negociación Colectiva está dirigido a los profesores y alumnos que explican y aprenden esta materia. Para los primeros puede ser útil en su labor docente y para los segundos en su aprendizaje. La negociación colectiva es una materia que, en el grado universitario de Relaciones Laborales y en el Máster de Postgrado de acceso a la abogacía suele ser una asignatura específica, y en otros grados universitarios, como Derecho, Ciencias Políticas, Sociología, Economía o Administración y Dirección de Empresas, forma parte importante de los programas más amplios de Derecho del Trabajo. Pero la presencia de la docencia de la negociación colectiva no se detiene en la formación universitaria, porque es una temática presente en cursos de formación de cuadros sindicales y de responsables de recursos humanos, como actores del ejercicio de este derecho. A los profesores y alumnos, de todas estas titulaciones universitarias y cursos especializados, no propiamente universitarios, va dirigido este Manual de Negociación Colectiva. De igual modo, puede ser una obra útil para los propios negociadores de convenios colectivos, en el sector privado y en la función pública, y para cualquier operador jurídico que maneja esta importante normativa, sea abogado, juez, inspector de trabajo o técnico, sin necesidad de la estructura de una cobertura formativa.

			La elaboración de este Manual es fruto de mi labor docente en negociación colectiva, de grado y postgrado universitario y, también, de este tipo de cursos específicos. Es resultado de muchos años de ejercicio de la docencia en esta temática. En especial, debo su elaboración a mis clases, desde hace años, de la asignatura específica Negociación Colectiva del Máster de Postgrado de acceso a la abogacía, especialidad jurídica laboral, del Centro de Estudios Garrigues. Este Manual no habría sido posible sin el enfoque práctico de esta docencia, la búsqueda de la excelencia de esta formación de postgrado y la extraordinaria motivación de estos alumnos, que van a dedicarse al ejercicio profesional de abogado laboralista.

			Debo precisar, finalmente, que este Manual de Negociación Colectiva, de la editorial Tecnos, tiene una primera edición anterior a la reforma laboral de 2021. En esta segunda edición se incorporan todas las novedades, que son significativas, de la reforma laboral de 2021 en negociación colectiva, siendo, por tanto, un texto plenamente adecuado a la normativa vigente en el momento de entrega de la segunda edición de la obra, mayo de 2022.

			JESÚS LAHERA FORTEZA

			Madrid, abril 2022

		

	
		
			TEMA 1

			
CONCEPTO Y MODELOS TEÓRICOS DE NEGOCIACIÓN COLECTIVA

			
1.1. CONCEPTO Y FUNCIONES DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

			La negociación colectiva es el derecho de los representantes de los trabajadores y empresas a pactar condiciones laborales en convenios y acuerdos colectivos. Es la capacidad de autorregulación laboral pactada conjunta de trabajadores y empresarios a través de sus representantes. La autonomía colectiva implica la presencia de sujetos colectivos que defiendan intereses colectivos de trabajadores y empresas. Una de sus manifestaciones y exigencias es la libertad de los sujetos colectivos para defender estos intereses legítimos a través de mecanismos de negociación para alcanzar acuerdos. La negociación colectiva es, así, una manifestación de la autonomía colectiva que presiden los ordenamientos laborales democráticos.

			La negociación colectiva implica la libertad de pactar condiciones laborales entre los representantes de trabajadores y empresas en los ámbitos territoriales y funcionales acordados por las partes libremente: centro de trabajo, empresa, franja, sector, intersectores, empresa-red, grupo de empresas. Y en distintos ámbitos territoriales específicos: Estado, Comunidad Autónoma, Provincia, Ciudad, Localidad.

			Las funciones de la negociación colectiva en el mercado de trabajo son tres: compraventa, organizativa y gubernativa.

			— Compraventa: pactar el precio del trabajo dentro de la relación laboral dependiente por cuenta ajena en el ámbito convencional. Regular, en el intercambio trabajo y salario, el tiempo de trabajo y las retribuciones de los trabajadores.

			— Organizativa: pactar la organización del trabajo en el ámbito convencional. Regular, entre otras, materias como clasificación profesional, régimen disciplinario, contratación laboral, tiempo de trabajo, formación profesional, movilidad de trabajadores, derechos fundamentales, límites poder empresarial, medidas de seguridad, extinción de contratos, garantías digitales, etc.

			— Gubernativa: pactar el gobierno y gestión de las relaciones laborales en el ámbito convencional. Regular procedimientos de solución de conflictos laborales, comisiones paritarias, mediación, arbitraje, información y consulta sobre decisiones de la empresa, garantías de representantes, derechos sindicales, etc.

			Estas tres funciones, compraventa, organizativa y gubernativa, convierten a la negociación colectiva en la institución más importante de los sistemas de relaciones laborales democráticos y pluralistas. Los convenios y acuerdos colectivos regulan de manera acordada todo el estatuto profesional en cada ámbito convencional con todas estas dimensiones.

			La negociación colectiva está reconocida en textos normativos internacionales como libertad negocial (Convenio 98 OIT y Carta Europea de Derechos Fundamentales en el Tratado de la Unión Europea). Debe quedar reconocida esta capacidad colectiva, pero la regulación de la negociación colectiva es nacional.

			Los elementos esenciales de la regulación de la negociación colectiva son los siguientes:

			— Eficacia jurídica de la negociación colectiva: efectos jurídicos que el acuerdo alcanzado colectivamente tiene en la relación contractual individual de trabajo.

			— Eficacia personal de la negociación colectiva: destinatarios del acuerdo colectivo en el ámbito convencional pactado.

			— Sujetos negociadores: representantes de trabajadores y empresas con capacidad para acordar colectivamente condiciones de trabajo.

			— Procedimiento negociador: reglas de tramitación de las negociaciones desde la apertura de las mismas hasta la celebración del acuerdo colectivo.

			— Estructura negociadora: conjunto de ámbitos convencionales funcionales y territoriales acordados por las partes.

			— Vigencia: duración y reglas de finalización del acuerdo colectivo.

			— Contenido convencional: conjunto de materias reguladas de manera colectiva en el acuerdo.

			
1.2. MODELOS TEÓRICOS DE EFICACIA JURÍDICA DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

			La eficacia jurídica de la negociación colectiva se define como los efectos jurídicos que el acuerdo alcanzado tiene en la relación contractual individual. Existen distintos modelos teóricos de estos efectos jurídicos.

			a) Pacto de caballeros: el convenio colectivo carece de consecuencias jurídicas respecto a los contratos de trabajo. El cumplimiento del convenio colectivo depende de la buena voluntad de los firmantes sin que su vulneración pueda dar lugar a una reacción jurídica contra la parte incumplidora distinta a una mera respuesta de presión social o autotutela colectiva.

			b) Contrato colectivo obligacional: el convenio colectivo es un acuerdo con fuerza contractual en su ámbito de aplicación que genera una obligación de conducta. Las partes firmantes se obligan contractualmente a incorporar, expresa o tácitamente, las condiciones laborales del convenio colectivo a cada uno de los contratos de trabajo afectados. El contenido del convenio colectivo se integra en cada contrato de trabajo como cláusula contractual y se sujeta, como tal, a las reglas del derecho de obligaciones, pudiendo ser afectado, en su caso, por pactos individuales o decisiones unilaterales del empresario. La vulneración del convenio colectivo activa, exclusivamente, la reacción jurídica propia del derecho de las obligaciones y contratos, esto es, la solicitud de una indemnización a la parte incumplidora por los daños y perjuicios causados.

			c) Contrato colectivo vinculante: el contenido del convenio colectivo se integra en cada contrato de trabajo de su ámbito como cláusula contractual —se contractualiza— y se sujeta, como tal, a las reglas del derecho de obligaciones, pero no puede ser afectado por pactos individuales o decisiones unilaterales del empresario durante su vigencia al existir una norma que lo impide. En virtud de esa norma, el convenio colectivo es un contrato colectivo que tiene indisponibilidad peyorativa frente a los contratos de trabajo en su ámbito de aplicación. La fuerza vinculante reconocida en una norma para los convenios implica la integración automática en los contratos del contenido convencional, con la técnica de la contractualización, y la incapacidad de los pactos individuales y de las decisiones empresariales de modificar en sentido peyorativo lo allí establecido. La cláusula contractual que modifica en sentido peyorativo el contrato colectivo es nula, al contradecir su eficacia vinculante, por lo que debe ser aplicada en el contrato individual la condición laboral del convenio colectivo.

			d) Norma jurídica: el convenio colectivo es una norma imperativa para todos los contratos de trabajo afectados y se integra dentro del sistema de fuentes de derecho. La normatividad del convenio colectivo implica su eficacia automática, porque su contenido se incorpora directamente desde fuera a cada contrato laboral, e inderogable, porque no puede ser modificado por pactos individuales ni decisiones unilaterales del empresario. La cláusula contractual que vulnere la norma convencional es nula, por lo que debe ser aplicada siempre la condición laboral del convenio colectivo.

			
1.3. MODELOS TEÓRICOS DE EFICACIA PERSONAL DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

			La eficacia personal de la negociación colectiva se refiere a los destinatarios del acuerdo colectivo en el ámbito convencional acordado. Existen distintos modelos teóricos de eficacia personal.

			a) Eficacia limitada de doble vínculo: el convenio colectivo se aplica a los afiliados de los sujetos colectivos firmantes. Debe existir un doble vínculo afiliativo en la unidad negocial; afiliación a los representantes de los trabajadores y afiliación a los representantes de los empresarios. El convenio colectivo se proyecta, por tanto, sobre los trabajadores afiliados a la parte laboral firmante en una empresa asociada a la parte empresarial firmante.

			b) Eficacia limitada de un vínculo laboral: el convenio colectivo se aplica a los afiliados de los representantes de los trabajadores firmantes, con independencia del vínculo empresarial. No es necesario el vínculo asociativo de la empresa sino sólo el del trabajador, por lo que el convenio se proyecta, en todo el tejido empresarial, sobre los trabajadores afiliados a la parte laboral firmante.

			c) Eficacia limitada de un vínculo empresarial: el convenio colectivo se aplica a los afiliados de los representantes de los empresarios, con independencia del vínculo laboral. No es necesario el lazo asociativo del trabajador sino sólo de la empresa, por lo que el convenio tiene como destinatarios a todos los trabajadores de las empresas asociadas a la parte empresarial firmante.

			d) Eficacia general: el convenio colectivo se aplica a todos los trabajadores y empresarios de la unidad negocial, sin distinción entre afiliados o no afiliados a las partes firmantes. La ley selecciona los sujetos colectivos capacitados para negociar convenios de eficacia general conforme a unas determinadas reglas de toma de decisiones que garantizan la legitimidad de las partes firmantes para vincular a todos los trabajadores y empresarios de la unidad negocial.

			
1.4. MODELOS TEÓRICOS DE SUJETOS NEGOCIADORES

			Los sujetos negociadores son quienes representan los intereses de trabajadores y empresas para alcanzar el acuerdo colectivo. Hay dos grandes modelos teóricos de sujetos negociadores.

			a) Sindicalizado: los sindicatos ejercen en exclusiva el derecho de negociación colectiva con la parte empresarial. La negociación sectorial está protagonizada por las federaciones y confederaciones sindicales mientras que la empresarial es canalizada por las secciones sindicales en la empresa o por las propias federaciones sectoriales. Existe un monopolio sindical en la negociación colectiva, ya sea de eficacia limitada o general, con la correspondiente selección de los sindicatos negociadores.

			b) No sindicalizado: la negociación colectiva es ejercida por los sindicatos y por otros sujetos colectivos no sindicales, como los comités de empresa, las asambleas o representantes por mandatos informales de los trabajadores. No existe monopolio sindical en la negociación colectiva, ya sea de eficacia limitada o general, donde también es necesario seleccionar a los agentes negociadores no sindicales.

			
1.5. MODELOS TEÓRICOS DE PROCEDIMIENTO NEGOCIADOR

			El procedimiento negociador es el conjunto de reglas desde la tramitación hasta la celebración del acuerdo colectivo. Existen dos grandes modelos teóricos.

			a) Estático: el convenio colectivo se aplica y administra, a lo largo de su vigencia, tal como fue acordado. El procedimiento negociador es, en coherencia, rígido y formal, sin márgenes para la modificación o adaptación del convenio vigente. Las reglas de vigencia tienden a mantener los efectos jurídicos del convenio colectivo hasta su renegociación, mediante técnicas como las prórrogas de su contenido tras la llegada del término acordado.

			b) Dinámico: el convenio colectivo se aplica y administra, a lo largo de su vigencia, en función de las circunstancias coyunturales, con un continuo intercambio entre los sujetos negociadores. La negociación colectiva se adapta, así, a las nuevas circunstancias económicas, sociales o productivas. El procedimiento negociador es, en coherencia con todo ello, flexible e informal, con grandes márgenes de modificación y adaptación del convenio vigente. Las reglas de la vigencia agotan los efectos jurídicos del convenio colectivo con la llegada de su término, sin prórrogas, lo que dinamiza su renegociación.

			
1.6. MODELOS TEÓRICOS DE ESTRUCTURA NEGOCIAL

			La estructura de la negociación colectiva es el conjunto de ámbitos convencionales territoriales y funcionales de los acuerdos colectivos. Desde la variable de regulación hay dos grandes modelos teóricos.

			a) Intervencionista: la elección de las unidades de negociación corresponde a las propias partes negociadoras del convenio colectivo. Sin embargo, el Estado interfiere en esta libertad de elección de unidades convencionales mediante técnicas que condicionan la decisión de los negociadores. El Estado, sin negar la autorregulación colectiva, puede fomentar determinados ámbitos funcionales y territoriales y abogar por una centralización o descentralización del sistema de negociación colectiva. Las unidades resultantes del ejercicio de la autonomía colectiva son, así, producto de diversos factores, entre los que se incluye la norma laboral de estructura negocial. La norma estatal soluciona la concurrencia entre convenios. Los criterios ordenadores del Estado pueden ser de varios tipos, dependiendo de la política de Derecho adoptada. En primer lugar, se puede optar por la jerarquía entre convenios dependiendo de la unidad convencional, dando prioridad, ante una concurrencia, al convenio de empresa o de sector, con variables territoriales de menor o mayor ámbito. En segundo término, se puede acoger el criterio temporal de la preferencia del convenio colectivo anterior. En una tercera opción, la concurrencia puede ser solucionada por el convenio más favorable. Y, finalmente, el reparto de materias entre unidades convencionales puede dictaminar la aplicación de uno u otro convenio en razón de la materia negociada. El criterio de concurrencia acogido por el Estado condiciona la libre elección de la unidad convencional.

			b) Autorregulador: la elección de las unidades de negociación corresponde a las propias partes negociadoras del convenio colectivo. En este marco, el Estado no interviene en esta decisión colectiva, permaneciendo neutro respecto a la estructura negocial, y confía a los propios acuerdos colectivos el establecimiento de reglas de solución de la concurrencia entre convenios colectivos. El criterio de concurrencia forma parte de la decisión de los propios agentes sociales, que ordenan y canalizan la estructura negocial.

			Desde la variable de los ámbitos funcionales y territoriales de los convenios colectivos existen otros tipos de modelos teóricos.

			a) Centralizado: en la estructura de la negociación colectiva prevalecen unidades de dimensiones amplias a escala territorial y profesional. La unidad típica del sistema es el convenio colectivo sectorial estatal.

			b) Descentralizado sectorial: en la estructura de la negociación colectiva prevalecen unidades reducidas, con la primacía de convenios colectivos sectoriales en dimensiones territoriales pequeñas como la región o la localidad.

			c) Descentralizado empresarial: en la estructura de la negociación colectiva prevalecen unidades reducidas, con la primacía de convenios colectivos de empresa.

			Desde la variable de la relación entre convenios sectoriales y empresariales se abren otros modelos teóricos.

			a) Articulado: existe coordinación entre todos los ámbitos funcionales y territoriales que configuran la estructura negocial. La articulación se efectúa mediante la distribución de materias en los distintos niveles de negociación, sobre la base de la unidad prevalente. La operación de reparto de materias entre unidades convencionales puede realizarse desde la norma estatal o por la autorregulación colectiva de niveles superiores. El principio de competencia define la aplicación de uno u otro convenio colectivo en razón de la materia negociada. El sistema es ordenado y puede tener una tendencia centralista o descentralizadora dependiendo de la distribución de materias laborales.

			b) Desarticulado: no existe coordinación entre todos los ámbitos funcionales y territoriales que configuran la compleja estructura negocial. Los niveles negociales son independientes y están incomunicados entre sí. No existe reparto de materias por parte del Estado o de la autorregulación colectiva, sino una ausencia de reglas de convivencia entre unidades convencionales. El sistema es desordenado y puede ser, por las fuerzas de la autorregulación colectiva, más centralista o más descentralizado.

			
1.7. MODELOS NORMATIVOS ENTRE MODELOS TEÓRICOS

			La premisa internacional es la libertad negociadora entre representantes de trabajadores y empresas en la regulación conjunta de condiciones laborales. A partir de ello, existen distintos modelos normativos entre distintas opciones de todos estos modelos teóricos de negociación colectiva. No hay, por tanto, un modelo de negociación colectiva, sino muchos modelos, desde la experiencia del derecho comparado y diferentes tradiciones jurídicas.

			
1.8. EJERCICIO PRÁCTICO

			— Responder a las siguientes preguntas:

			a) Diferencia entre eficacia normativa y contractual de un convenio colectivo.

			b) Diferencia entre eficacia contractual obligacional y contractual vinculante.

			c) Alternativas de sujetos negociadores en un modelo no sindicalizado de negociación colectiva.

			d) ¿Qué modelo de negociación colectiva garantiza en mayor medida la flexibilidad laboral?: ¿estático o dinámico?

			e) ¿Quién define los ámbitos convencionales en un sistema democrático y libre de negociación colectiva?

			— Entre las variables de los modelos teóricos, configurar dos hipotéticos modelos normativos de negociación colectiva combinando todos los elementos.

			
1.9. LECTURAS RECOMENDADAS

			BORRAJO DACRUZ, E., «Modelos normativos de negociación colectiva en Europa: cuadro general», Actualidad Laboral, 1993, tomo I.

			DURÁN LÓPEZ, F., «Los convenios colectivos, el sistema de fuentes y las relaciones laborales», en AA.VV., Estado Social y autonomía colectiva, Ministerio de Trabajo, Madrid, 2006.

			LAHERA FORTEZA, J., «Modelos y reformas de la negociación colectiva», Papeles de Economía Española, 2010, n.º 124.

			VALDÉS DAL-RÉ, F., Relaciones laborales, negociación colectiva y pluralismo social, Ministerio de Trabajo, Madrid, 1996.

			En Derecho Comparado de Negociación colectiva se pueden consultar las obras colectivas, en español, dirigidas por OJEDA AVILÉS, A., Negociación colectiva en Europa, Ministerio de Trabajo, 2011, SALA FRANCO, T., Negociación colectiva y conflicto colectivo en Europa y Latinoamérica, Tirant lo Blanch, 2014, y CRUZ VILLALÓN, J., Negociación colectiva en Europa, Ministerio de Trabajo, 2018.

		

	
		
			TEMA 2

			
EL MARCO CONSTITUCIONAL ESPAÑOL DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

			
2.1. EL RECONOCIMIENTO CONSTITUCIONAL DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

			El Título Preliminar de la Constitución Española de 1978 (CE) destaca, en el art. 7 CE, el papel de los sindicatos en «la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios». Dentro de la sección 1.ª del capítulo II del texto constitucional, que es el listado más selecto de derechos fundamentales, el art. 28.1 CE reconoce la libertad sindical mediante la fórmula «todos tienen derecho a sindicarse libremente». En este marco la libertad sindical no sólo comprende los derechos reconocidos expresamente en el art. 28.1 CE, sino también el derecho de los sindicatos a llevar a cabo la función, atribuida en el art. 7 CE, de defensa y promoción de los intereses que les son propios. Por tanto, la conexión entre los arts. 7 y 28.1 CE conduce inevitablemente a entender que dentro del contenido colectivo de la libertad sindical están integrados los derechos de acción sindical y que, por tanto, la negociación colectiva, la huelga y el conflicto colectivo encuentran fundamento constitucional en ambos preceptos. En conclusión, la negociación colectiva de los sindicatos está reconocida constitucionalmente en los arts. 7 y 28.1 CE.

			El Tribunal Constitucional (TC) ha confirmado que la libertad sindical del art. 28.1 CE comprende el derecho de los sindicatos a desempeñar el papel de defensa y protección de los intereses de los trabajadores atribuido por el art. 7 CE, teniendo, por ello, derecho a ejercer libremente sus actividades y a aprobar y poner en práctica sus programas de actuación, tal como se pronunciaron inicialmente las SSTC 70/1982, 4/1983 y 23/1983. Desde esta premisa, el TC ha declarado que la enumeración de derechos del art. 28.1 CE no es exhaustiva y que forman parte del contenido esencial de la libertad sindical el derecho de los sindicatos a la negociación colectiva, a la huelga y a la incoación de conflictos colectivos, como consta, entre otras, en las numerosas SSTC 37/1983, 73/1984, 39/1986, 9/1988, 51/1988, 127/1989, 75/1992, 105/1992, 134/1994, 94/1995, 127/1995, 145/1999, 80/2000, 224/2000, 85/2001, 121/2001, 215/2001 y 17/2005.

			El art. 37.1 CE, situado dentro de la sección 2.ª del Título II del texto constitucional, declara que «la ley garantizará el derecho de negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios colectivos». El significado jurídico de este reconocimiento constitucional expreso de la negociación colectiva puede ser objeto de tres interpretaciones: a) mero mandato legal sin contenido; b) garantía institucional de un sistema libre de negociación colectiva a través de la ley; c) derecho de negociación colectiva que vincula a la ley.

			El TC opta por la tesis del derecho de negociación colectiva que vincula a la ley (c) y otorga una eficacia directa e inmediata al art. 37.1 CE con todas sus consecuencias, tanto en el ejercicio del derecho como en la eficacia jurídica de los convenios colectivos. La STC 58/1985 declara que «el mandato que el art. 37.1 CE formula a la ley de garantizar la fuerza vinculante de los convenios no significa que esta fuerza venga atribuida ex lege» para, a continuación, afirmar que ésta «emana de la Constitución, que garantiza con carácter vinculante los convenios, al tiempo que ordena garantizarla de manera imperativa al legislador». En este planteamiento, como concluye la STC 58/1985, la negociación colectiva es «una facultad que no deriva de la ley, sino propia que encuentra su expresión jurídica en el texto constitucional». El TC descarta que la mediación legislativa sea imprescindible para que el art. 37.1 CE adquiera forma jurídica y entronca la negociación colectiva en el texto constitucional.

			A partir de la conexión entre libertad sindical y negociación colectiva, la jurisprudencia tradicional del TC ha configurado el art. 37.1 CE como la base jurídica para un modelo promocional de la negociación colectiva de los sindicatos. Sin embargo, esta configuración ha sido superada por las SSTC 119/2014 y 8/2015 al afirmar que «no existe un modelo constitucional predeterminado de negociación colectiva» de tal modo que las reglas del sistema son esencialmente de «configuración legal» siempre que se respete el marco general e indeterminado del art. 37.1 CE. Es un cambio de perspectiva importante en nuestra negociación colectiva. No existe un sistema predeterminado de negociación colectiva en la CE, existiendo un amplio papel de la ley en su diseño. La Ley, dentro de sus opciones legítimas, puede ponderar la negociación colectiva del art. 37 CE con la libertad de empresa del art. 38 CE y la política de empleo del art. 40 CE, dentro de la razonabilidad y proporcionalidad, sin sacrificar nunca del todo este derecho. Esta perspectiva ha permitido al TC reconocer que la reforma laboral de 2012 de negociación colectiva es constitucional.

			Aclarada la eficacia directa, sin necesidad de intermediación legal, del art. 37.1 CE, aún ya sin ese elemento promocional sindical y de amplia configuración legal, es necesario subrayar que la estructura del precepto se sustenta en dos cimientos: 1.º El reconocimiento de un derecho-libertad constitucional de negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores/empresarios, y 2.º la garantía de la fuerza vinculante de los convenios colectivos. La primera dimensión del precepto, en estrecha colaboración con el art. 28.1 CE, reconoce un derecho constitucional, con su titularidad, contenido esencial y tutela. El segundo plano del artículo garantiza la fuerza vinculante de todos los convenios colectivos.

			
2.2. CONTENIDO ESENCIAL CONSTITUCIONAL DEL DERECHO A LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA

			El contenido esencial constitucional de la negociación colectiva está configurado por cinco derechos: libertad de negociación, libertad de elección del nivel de negociación, libertad de selección de materias negociables, libertad de acuerdo y libertad de administración del acuerdo. Este contenido esencial, en virtud del art. 53 CE, debe ser respetado por la Ley que regula la negociación colectiva. El TC ha elaborado una jurisprudencia que delimita el contenido esencial constitucional de la negociación colectiva.

			— Libertad de negociación: los arts. 28.1 y 37.1 CE garantizan la libertad de negociación colectiva, entendida como la facultad de iniciar o no el trato contractual con la otra parte y de desarrollarla conforme a sus estrategias. Por tanto, no se garantiza constitucionalmente un deber de negociar, sino un derecho a negociar. La libertad negociadora puede ir acompañada de un deber de negociar integrado en el sistema legal de negociación colectiva. Es más, una vez establecido por la ley un deber de negociar, el comportamiento de las partes negociadoras al respecto puede tener trascendencia constitucional. Es lo que sucede en la STC 107/2000, que califica de antisindical el incumplimiento del deber legal de negociar mediante la apertura del proceso negociador y la celebración de reuniones carentes de contenido real, lo que le permite al alto tribunal impedir la suplantación de esta falsa negociación colectiva por mejoras individuales en masa. La libertad de negociación no está reñida tampoco con la selección legal de negociadores en un convenio de eficacia general, siempre que, como afirman las antes citadas SSTC 4/1983, 73/1984, 98/1985, 57/1989, 108/1989 y 224/2000, se respete la libertad de los sindicatos no seleccionados en la negociación colectiva de eficacia limitada. La libertad de negociación repele, por su parte, cualquier tipo de intervencionismo administrativo en el proceso negociador. Como advierte la STC 235/1988, la intervención administrativa en el proceso de negociación colectiva ha de reducirse a funciones meramente instrumentales, que no invadan ni vulneren la libertad de las partes negociadoras. En este sentido, la STC 92/1992 rechaza que una decisión administrativa pueda modificar unilateralmente el contenido del convenio colectivo, aunque, luego, las SSTC 119/2014 y 8/2015 han admitido el arbitraje obligatorio ante la Comisión Consultiva Nacional de Convenios del art. 83.2 ET en las inaplicaciones convencionales, con esa capacidad modificativa, lo que pone en tensión esta libertad. Pero según el TC esta medida es constitucional al estar condicionada legalmente en una ponderación entre libertad de empresa y negociación colectiva.

			— Libertad de elección del nivel de negociación: Los arts. 28.1 y 37.1 CE garantizan la elección del nivel de negociación por los sujetos negociadores. El texto constitucional descarta un modelo de unidades apropiadas de negociación donde el Estado configure externamente la estructura negocial. Las partes negociadoras son libres para elegir el ámbito donde desarrollar su actividad contractual colectiva, como recuerda la STC 136/1987. El legislador puede incentivar la negociación en determinados ámbitos, mediante la adopción de reglas de concurrencia conflictiva entre convenios y acuerdos colectivos, pero nunca prohibir negociaciones, obligar a negociar en una determinada unidad convencional o diseñar la estructura negocial. Así lo confirma la STC 17/1986, al afirmar que las interferencias administrativas en la libre determinación del ámbito funcional de los convenios colectivos vulnerarían el derecho de negociación colectiva del art. 37.1 CE Así lo confirma también la STC 119/2014, que admite la constitucionalidad de la prioridad del convenio de empresa sobre el sectorial porque no existe un modelo constitucional de preferencia por el ámbito sectorial porque así se promociona al sindicato. Esta libertad implica, en principio, también la libre delimitación del ámbito subjetivo del convenio colectivo. Sin embargo, las exclusiones por las partes negociadoras de colectivos dentro del ámbito de aplicación del convenio deben ser matizadas si la Ley opta por la negociación colectiva de eficacia general. En este caso, como centran las SSTC 52/1987 y 136/1987, son discriminatorias las exclusiones convencionales de colectivos sin una fuerza negociadora alternativa. La eficacia general del convenio colectivo limita, así, la libre delimitación del ámbito convencional e impide estas exclusiones discriminatorias. Esta libre elección de unidad convencional puede combinarse con distintas y abiertas opciones legales de otorgar prioridad al sector o a la empresa en la concurrencia entre convenios porque nunca queda sacrificada esta libertad. Así, las SSTC 119/2014 y 8/2015 han avalado la prioridad del convenio de empresa frente al de sector del art. 84.2 ET de la reforma laboral 2012. Con estos argumentos, la STS 13-III-2018 no plantea problemas de constitucionalidad al aplicar las reglas de concurrencia convenios sectoriales estatales y autonómicos. El modelo es de plena configuración legal.

			— Libertad de selección de las materias negociables: los arts. 28.1 y 37.1 CE garantizan la libertad de seleccionar las materias objeto de la negociación. Esta facultad se desarrolla en el marco de las posibilidades que tienen los sujetos negociadores para dotar de contenido sustantivo las materias seleccionadas, condicionadas por la naturaleza jurídica de las normas laborales vigentes. Pero dentro del pleno respeto al ordenamiento laboral, los sujetos negociadores pueden negociar todo lo que no está prohibido, siendo libres para seleccionar las materias, abrir negociaciones sobre las mismas y regularlas bilateralmente una vez alcanzado el acuerdo.

			— Libertad de acuerdo: los arts. 28.1 y 37.1 CE garantizan la libertad de acuerdo entre las partes negociadoras. El resultado de las negociaciones pertenece al ámbito de las decisiones bilaterales de los sujetos negociadores, que pueden, libremente, alcanzar o no acuerdos. El deber de acordar colectivamente es, en todo caso, una medida promocional que debe ser justificada objetivamente y que debe superar el test de proporcionalidad con el fin perseguido, siendo difícil su justificación constitucional. Los arbitrajes obligatorios tras el fracaso de la negociación colectiva deben ser también excepcionales y recibir un fundamento sólido para ser constitucionales, tal como declara la STC 11/1981. Sólo en supuestos singulares cabe admitir un arbitraje obligatorio que condicione la libertad de acuerdo colectivo. Otra cuestión son los arbitrajes voluntarios acordados por las partes que, en la línea de la STC 174/1995, son una manifestación de la autonomía de la voluntad y de la propia libertad de acordar. Esta jurisprudencia del TC ha sido en parte cambiada por las SSTC 119/2014 y 8/2015, que admiten un arbitraje obligatorio en la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos, de composición tripartita, que condiciona el acuerdo colectivo de inaplicación de convenio del art. 82.3 ET. La libertad de acordar encuentra, además, siempre un límite en las normas laborales vigentes, que deben ser respetadas conforme a su naturaleza jurídica. De igual manera, el libre acuerdo no puede menoscabar derechos constitucionales, aunque nada impida la regulación de su ejercicio, como asumen las SSTC 58/1985, 95/1985 y 217/1991. El contraste de los acuerdos colectivos alcanzados con, por ejemplo, el derecho de igualdad y no discriminación del art. 14 CE, ha dado lugar a una referencial jurisprudencia constitucional. Las, entre otras, SSTC 171/1989, 177/1988, 108/1989, 28/1992, 2/1998, 119/2002 y 27/2004 confirman la sujeción de la negociación colectiva a los derechos fundamentales, pero matizan la proyección del principio de igualdad de trato del art. 14 CE, teniendo en cuenta la natural desigualdad en la regulación convencional de las condiciones laborales. Aun así, como desarrolla el TC, los convenios y acuerdos colectivos no pueden contener nunca cláusulas discriminatorias por razones personales y, si existen indicios en esta dirección, las partes negociadoras deben justificar las diferencias de manera objetiva, razonada y proporcional al fin perseguido.
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